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Magistrado Ponente: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 

          DERECHO DE PETICIÓN / DEBIDO PROCESO / RECONOCIMIENTO DE BONO PENSIONAL /MULTIAFILIACIÓN  EN FONDOS DE PENSIONES / CONFIRMA PARCIALMENTE. En primer lugar debe indicarse que si bien es cierto el actor no acreditó la presunta comisión de un perjuicio irremediable, no puede desconocerse que el mismo ha esperado de manera paciente por más de dos años que sea resuelta su petición,  lo que no se ha logrado a raíz de la falta de diligencia de las entidades accionadas, teniéndose de presente además que cuenta con 65 años de edad, y que según refirió en el escrito de tutela sufre dificultades económicas -lo cual no fue objeto de discusión-, y carece de una pensión para solventar sus necesidades. Aunado a lo anterior, es evidente que el señor ARG acudió a la vía ordinaria para obtener la devolución de aportes, y la misma, como se aprecia, no ha sido idónea para resolver su reclamo.

Véase que frente a lo solicitado por su afiliado ARG en octubre  22 de 2015 -pasados algo más de dos años-, no se le ha dado respuesta de fondo. Mucho menos la entidad le ha comunicado cuál es el motivo por el cual no ha podido responder, toda vez que de ello no se aportó soporte documental alguno. Bajo esa perspectiva, no le quedaba alternativa diferente al actor de acudir a la vía constitucional para que se amparara el derecho fundamental de petición que observa como vulnerado y de contera el debido proceso administrativo, por cuanto no se ha definido la situación concreta a la que hizo alusión en su petición, esto es, la devolución de saldos por parte de la AFP PROTECCIÓN.

(…)

Para la Sala, y como así lo consideró la a quo, por parte de la AFP PROTECCIÓN sí se vulneró el derecho fundamental de petición del actor, por cuanto si bien no podía atender de fondo su reclamo, a raíz de las vicisitudes presentadas con ocasión de la multiafiliación, sí debió comunicarle en oportunidad cuáles eran los trámites que se habían adelantado y qué problemas se habían encontrado, por lo cual no podía darle solución definitiva a su reclamación. 
(…)

Así las cosas, la Sala acompañará parcialmente la decisión dictada por la a quo, en el sentido de tutelar el derecho de petición y debido proceso que le asiste al señor ARG, y que fueran vulnerados por COLPENSIONES y la AFP PROTECCIÓN, la primera por no adelantar los trámites necesarios para que se subsane el tema de la multiafiliacion del actor, y la segunda al no dar respuesta al escrito fechado octubre 22 de 2015, conforme lo anotado previamente.

No obstante, se modificará lo atinente a la orden adicional emitida por la a quo, en el sentido que una vez COLPENSIONES corrija lo relativo a la afiliación del señor ARG, procederá la AFP PROTECCIÓN, con carácter prioritario, a adelantar todas las diligencias a las que haya lugar con miras a determinar si el actor tiene derecho al reconocimiento del bono pensional, y una vez verificada tal situación, deberá no solo responder de fondo la petición que presentó en octubre 22 de 2015, sino que además verificará lo atinente a la devolución del capital acumulado en su cuenta de ahorro individual.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cinco (5) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

                                                              Acta de Aprobación No 211
                               
                      Hora: 8:20 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por  el Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES y la apoderada judicial de PROTECCIÓN AFP, contra el fallo proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada mediante apoderado por el señor ÁLVARO RAMÍREZ GONZÁLEZ.

2.- DEMANDA 

De los hechos narrados por el apoderado del señor RAMÍREZ GONZÁLEZ, se extrae lo siguiente: (i) cotizó al I.S.S. como empleado de NARANJO VALENCIA RAMÓN y COMUNICADORES DEL RISARALDA LTDA, un total de 257.4 semanas; (ii) posteriormente se vinculó al sector público donde laboró en el Municipio de Pereira y realizó aportes a la Caja de Previsión Social del Municipio, así como al Departamento de Risaralda donde cotizó a CAJANAL y a CASERIS, por lo cual cotizó 167 semanas; (iii) en total efectuó aportes por 424.4 semanas y en septiembre 1° de 2015 se afilió a PROTECCIÓN AFP, pero en vista de que en esa calenda cumplió 62 años y no contaba con las semanas ni el capital necesario para pensionarse, pidió la devolución de saldos desde octubre 22 de 2015; (iv)  lleva más de dos años a la espera que PROTECCIÓN le defina lo pedido, pero siempre recibe como respuesta que no ha sido posible el traslado del bono pensional, por un supuesto error que no permite el pago, mismos que solo pueden ser solucionados por el Departamento de Risaralda y la Alcaldía de Pereira, los cuales deben reportar a la Oficina de Bonos Pensionales -en adelante OBP-; y (v) se encuentra por una situación económica difícil, pues no es pensionado y no es justo que por la inoperancia de PROTECCIÓN quien es el encargado de recaudar los bonos pensionados, no se realice las gestiones pertinentes durante más de dos años, con lo que se afectan sus derechos fundamentales.

Solicita se le amparen sus derechos fundamentales a la seguridad social en conexidad con el mínimo vital y se ordene a la GOBERNACIÓN DE RISARALDA, ALCALDÍA DE PEREIRA, COLPENSIONES, y PROTECCIÓN S.A. que efectúen los trámites de actualización de tiempos de servicio para que se encuentren disponibles los bonos pensionales por los períodos cotizados; en su defecto, que la O.B.P. del Ministerio de Hacienda y PROTECCION, una vez recibida la información resuelva de fondo lo pedido en octubre 22 de 2015, relacionado con la devolución de aportes.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Admitida la demanda de tutela se descorrió traslado de ésta a las oficinas de Recursos Humanos de la GOBERNACIÓN DE RISARALDA, ALCALDÍA MUNICIPAL DE PEREIRA, a COLPENSIONES, A LA O.B.P. DEL MINISTERIO DE HACIENDA y a PROTECCION A.F.P., quienes al respecto así se pronunciaron.

- El Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, señala que se desconoce el carácter subsidiario de la acción de tutela, ya que toda controversia en el marco del Sistema de Seguridad Social entre afiliados, beneficiarios o usuarios, empleados y entidades administradoras debe ser conocido por la jurisdicción ordinaria laboral; así mismo de lo obrante en el presente asunto, se observa que el actor no ha demostrado un eventual perjuicio irremediable y por ende la tutela tampoco serviría como protección transitoria, mucho menos ha elevado petición a COLPENSIONES, para determinar qué requiere. Pide  se declare improcedente la tutela al no vulnerarse derechos fundamentales.

- La apoderada del Departamento de Risaralda, indica que no existe soporte en el sentido que PROTECCIÓN AFP haya pedido a dicha entidad territorial el bono pensional, máxime que el primer paso del reconocimiento de dichos bonos es la solicitud que radica el mencionado fondo ante la Gobernación y por ende a la fecha no se encuentra pendiente de resolver petición alguna.  Estima que no se han quebrantado los derechos del accionante.
- El Jefe de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda, expresa que el actor nunca ha efectuado petición alguna a dicha entidad y de la revisión respectiva, se advierte que el mismo se encuentra en situación de múltiple afiliación, por cuanto está registrado tanto en el Régimen de Prima Media administrado por COLPENSIONES, como en el Régimen de Ahorro Individual con la AFP PROTECCIÓN, por lo cual es obligación de las administradoras de pensiones adelantar la gestión pertinente para dirimir dicho conflicto y una vez solucionado reportar tal información a ASOFONDOS, sin que dicha oficina sea competente para solucionar tal impase.  Si bien la AFP PROTECCIÓN efectuó solicitud de liquidación de bono pensional a favor del señor ÁLVARO RAMÍREZ GONZÁLEZ, ello se detuvo al detectarse la multiafiliación, por lo que una vez tal situación se solucione se procede a adelantar el procedimiento respectivo; igualmente, agrega que la tutela es improcedente para obtener el reconocimiento y pago de un eventual bono pensional, sin que las administradores de pensiones hayan solucionado el problemas presentado. Pide que sean desestimas las pretensiones frente a la OBP., al no haber incumplido sus obligaciones.

- La representante legal judicial de PROTECCIÓN AFP, argumenta que   una vez se realizaron las diligencias tendientes a la expedición del certificado laboral donde trabajó el actor, se observó que en el sistema interactivo de la OBP aparece registrado un mensaje de error N° 3943: “BENEFICIARIO REPORTADO COMO AFILIADO AL ISS/COLPENSIONES”, por lo cual para solucionar tal situación, ofició a COLPENSIONES para corregir dicha inconsistencia y actualizar la información en la OBP, toda vez que la administradora a la cual está válidamente afiliado el señor ÁLVARO RAMÍREZ GONZÁLEZ es PROTECCIÓN.  Por ello una vez COLPENSIONES realice dicha gestión, será eliminado ese mensaje de error y de esa manera se reanudará el análisis respectivo para determinar si el actor tiene derecho a la devolución de saldos. Pide la intervención del despacho en tal sentido, y que en el evento de condenarse a dicha entidad, la orden sea transitoria hasta que la autoridad judicial en un proceso ordinario se pronuncie acerca de la prestación económica pretendida por el tutelante.
3.2- Agotado el trámite a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado mediante sentencia de enero 25 de 2018 amparó los derechos fundamentales de petición y debido proceso del actor y en consecuencia ordenó a COLPENSIONES y a la AFP PROTECCIÓN, que dentro de las 48 horas siguientes solucionen el error de multiafiliación del señor ÁLVARO RAMÍREZ GONZÁLEZ. Una vez hecho lo anterior, se informará de manera inmediata a la OBP del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para que de ser el caso emita el bono pensional y proceda PROTECCIÓN a resolver de fondo la petición radicada en octubre 22 de 2015.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconformes con la providencia proferida, tanto COLPENSIONES, como PROTECCIÓN AFP, por intermedio de sus apoderados, interpusieron sendos recursos, donde argumentan lo siguiente:

- El Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, expresa: (i) no se evidencia solicitud radicada por el señor ÁLVARO RAMÍREZ GONZÁLEZ que le permita a la entidad conocer de fondo lo pretendido, por lo cual puede presentar la petición respectiva y si está en desacuerdo con lo resuelto debe agotar los procedimientos administrativos y judiciales establecidos para ello; (ii) aunque se ha dispuesto la protección transitoria de derechos ante la existencia de un perjuicio irremediable, ello acá no se ha demostrado; (iii) esa Dirección no es la dependencia encargada de cumplir el fallo, y (iv) pide se revoque el fallo de tutela y se deniegue la misma por improcedente.

- La apoderada de PROTECCIÓN AFP, señala lo siguiente: (i) se equivoca la a quo al ordenarles que solucionen el error de multiafiliación, ya que operativamente no tiene como ingresar a la base de datos de COLPENSIONES y actualizar desde allí la información de la OBP, lo único que se ha podido hacer por el sistema de comunicación “Mantis” es solicitar la colaboración de COLPENSIONES para que actualice en el OBP el estado de trasladado que aparece en el sistema; (ii) no es suficiente que se emita el bono pensional, ya que es necesario que se pague, toda vez que la emisión es solo una etapa dentro del proceso de redención y pago de estos, máxime que la devolución de saldos es una devolución del capital acumulado y si no se han pagado el bono pensional, se pregunta, qué capital se devolverá?; (iii) hace alusión a las normas relativas a la responsabilidad compartida entre la AFP, la OBP y el afiliado en el trámite de emisión y pago del bono pensional; (iv)  conforme el canon 66 de la Ley 100/93, en el régimen de ahorro individual la devolución de saldos por vejez se financiarán con los recursos provenientes de las cuentas de ahorro pensional y del bono pensional cuando se tiene derecho al mismo, y en el presente asunto se tiene que como consecuencia del traslado de régimen del señor ÁLVARO RAMÍREZ, generó a su favor el derecho a percibir tal bono; (v) de acuerdo al artículo 68 de la Ley 100/93, los bonos pensionales son requisito sine que non para resolver dicha prestación económica, ya que solo cuando dichos dineros estén acreditados en la cuenta pensional de los afiliados, puede su representada proceder a establecer el capital acumulado que le permita obtener una pensión de vejez o entregar la devolución de saldos;  (vi) dado el carácter subsidiario de la tutela, este no es el mecanismo idóneo para el pago de prestaciones económicas, ya que no se cumplen aun los presupuestos legales para ello, y por ende debe agotarse el debido proceso, esto es el ordinario laboral para solucionar esta clase de conflictos relacionados con el pago de pensiones; (vii) no existe prueba sumaria del estado de salud del actor o de su familia o que esté seriamente comprometida por la falta de la prestación económica, ni las razones por las que el medio judicial ordinario no es eficaz; (viii) se ha actuado conforme al procedimiento legal, ya que la respuesta de fondo depende de la diligencia de COLPENSIONES para corregir el error en la página de la OBP y la velocidad con la que el emisor y los contribuyentes paguen el bono pensional; (ix) debe modificarse el fallo y ordenar solo a COLPENSIONES que corrija la situación advertida, lo cual ha impedido llevar a cabo las gestiones del bono pensional, e igualmente que todos los accionados coadyuven y agilicen el reconocimiento y pago del bono para emitir una respuesta de fondo; (x) pide se revoque el fallo adoptado y se absuelva a PROTECCIÓN de los cargos endilgados, pero de prosperar la acción, solicita se acate lo dispuesto en el canon 8 del Decreto 2591/91 y se conceda el amparo de manera transitoria.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto amparó los derechos fundamentales de petición y debido proceso del que es titular el señor ÁLVARO RAMÍREZ GONZÁLEZ. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola como lo piden las entidades recurrentes. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Conforme a lo señalado por el apoderado del señor ÁLVARO RAMÍREZ GONZÁLEZ, se aprecia que su pretensión consiste en que se ordene a las entidades accionadas -COLPENSIONES, AFP PROTECCIÓN, OBP del Ministerio de Hacienda-  se remita la información necesaria con miras a que el fondo privado le resuelva la petición elevada en octubre 22 de 2015 por medio de la cual pidió la devolución de sus aportes.

De lo arrimado al dossier, en especial aquella entregada por la OBP del Ministerio de Hacienda, se logró establecer que si bien por parte de la AFP PROTECCIÓN se había solicitado en noviembre 28 de 2017 la liquidación provisional del bono pensional tipo A, modalidad 2 a nombre del accionante, en el cual participaban tanto la Nación en su calidad de emisor, como el municipio de Pereira en calidad de contribuyente, tal gestión se detuvo al haberse detectado que el señor RAMÍREZ GONZÁLEZ presentaba una multiafiliación por cuanto el mismo aun aparece como vinculado a COLPENSIONES y a la AFP PROTECCIÓN.

En efecto, por parte del señor ÁLVARO RAMÍREZ se realizó un traslado de régimen en el año 2015, encontrándose en la actualidad legalmente afiliado a la AFP PROTECCIÓN -Régimen de Ahorro Individual-, pero aún así todavía figura como activo en la base de datos de COLPENSIONES -Régimen de Prima media-, lo cual es excluyente, habida cuenta que una persona solo puede estar válidamente afiliado a uno solo de dichos regímenes.

Era de esperarse entonces, como así lo dispuso la juez de primer nivel, que tal inconveniente se superara, con miras a lograr que la devolución de saldos reclamada por el actor pudiera hacerse efectiva, frente a lo cual le ordenó tanto a COLPENSIONES como a la AFP PROTECCIÓN que solucionaran el error de multiafiliación presentado, y una vez realizado ello se informara al Ministerio de Hacienda para que se emitiera el bono pensional y procediera la AFP a dar respuesta de fondo al reclamo de su afiliado.

El mandato de la funcionaria de primer nivel generó el descontento tanto de COLPENSIONES como de PROTECCIÓN AFP. La primera al referir que en momento alguno el actor elevó petición para conocer a fondo el derecho pretendido; y la segunda, al considerar que la orden entregada desconoce los lineamientos legales que se deben adelantar con antelación a dar respuesta a la solicitud del accionante.
En relación con la postura de COLPENSIONES, considera la Sala que la misma es evidentemente desatinada, y demuestra una infundada impugnación. Así se sostiene porque el presupuesto del Director de Acciones para mostrar su descontento, es lo relativo a que el actor nunca presentó una reclamación, pero lo que se sabe con ocasión de este trámite es que por parte de la AFP PROTECCIÓN, y por el sistema interno de comunicación “Mantis”, se solicitó  a COLPENSIONES “su colaboración actualizando en la OBP el estado trasladado que aparece en su sistema”. Tal petición fue registrada con el N° 13989.

Es evidente que de la situación presentada, ninguna información tenía el accionante, pues lo acaecido únicamente lo conocían directamente los fondos de pensiones actores del sistema y no podía pretender entonces COLPENSIONES que fuera el directamente afectado quien les efectuara petición alguna para solucionar ese impasse. Y bajo ese entendido, es de concluirse que la actividad que debe llevarse a cabo con miras a solucionar el tema de la multiafiliación del señor ÁLVARO  RAMÍREZ GONZÁLEZ, le compete a COLPENSIONES, pero la entidad se ha abstenido de actualizar en los sistemas de información lo atinente al traslado de quien fuera su afiliado, lo que a la postre generó  el error detectado por la OBP y la consiguiente suspensión del trámite que allí se adelanta.
Mucho menos entiende la Corporación por qué hace alusión el Director de Acciones Constitucionales en su alzada, que no es la dependencia a su cargo la que debe cumplir el mandato judicial, cuando precisamente la orden le fue dada directamente a COLPENSIONES – DIRECCION DE AFILIACIONES; luego entonces, la orden fue dada a quién tenía que darse, sin que sea válida la aseveración del Director de Acciones Constitucionales en tal sentido.  
Considera el Tribunal por tanto, que el mandato proferido por la a quo frente a COLPENSIONES, se encuentra ajustado a derecho.

Ahora bien, en punto de la controversia que por parte de la AFP PROTECCIÓN se expone, se considera que en parte le asiste razón a la entidad demandada, por lo siguiente:

En primer lugar debe indicarse que si bien es cierto el actor no acreditó la presunta comisión de un perjuicio irremediable, no puede desconocerse que el mismo ha esperado de manera paciente por más de dos años que sea resuelta su petición,  lo que no se ha logrado a raíz de la falta de diligencia de las entidades accionadas, teniéndose de presente además que cuenta con 65 años de edad, y que según refirió en el escrito de tutela sufre dificultades económicas -lo cual no fue objeto de discusión-, y carece de una pensión para solventar sus necesidades. Aunado a lo anterior, es evidente que el señor ÁLVARO RAMÍREZ acudió a la vía ordinaria para obtener la devolución de aportes, y la misma, como se aprecia, no ha sido idónea para resolver su reclamo.

Véase que frente a lo solicitado por su afiliado ÁLVARO RAMÍREZ en octubre  22 de 2015 -pasados algo más de dos años-, no se le ha dado respuesta de fondo. Mucho menos la entidad le ha comunicado cuál es el motivo por el cual no ha podido responder, toda vez que de ello no se aportó soporte documental alguno. Bajo esa perspectiva, no le quedaba alternativa diferente al actor de acudir a la vía constitucional para que se amparara el derecho fundamental de petición que observa como vulnerado y de contera el debido proceso administrativo, por cuanto no se ha definido la situación concreta a la que hizo alusión en su petición, esto es, la devolución de saldos por parte de la AFP PROTECCIÓN.

La Corte Constitucional ha trazado lineamientos generales en lo que hace con el derecho de petición
, e igualmente la Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: ”Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: ”Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”. Y en materia pensional, el artículo 9º Ley 797/03 señala que las distintas autoridades tienen un plazo de 4 meses para pronunciarse acerca del reconocimiento pensional, situación ésta que ha sido debidamente decantada por el máximo órgano de la jurisdicción constitucional en diversos pronunciamientos
. 

Para la Sala, y como así lo consideró la a quo, por parte de la AFP PROTECCIÓN sí se vulneró el derecho fundamental de petición del actor, por cuanto si bien no podía atender de fondo su reclamo, a raíz de las vicisitudes presentadas con ocasión de la multiafiliación, sí debió comunicarle en oportunidad cuáles eran los trámites que se habían adelantado y qué problemas se habían encontrado, por lo cual no podía darle solución definitiva a su reclamación.
La entidad al parecer solo de manera verbal le comunicaba al actor que no había sido posible el traslado del bono pensional, a raíz de un error que no permite su pago, inconvenientes éstos que, según le indicaban, solo lo podían solucionar su exempleadores –Departamento de Risaralda y Alcaldía de Pereira-, cuando la realidad enseñaba algo diferente, y es que el referido “error” era por la multiafiliación en la que se encontraba y donde se requería el concurso de COLPENSIONES para su solución.

Véase que en el dossier se advierte que tanto por parte de la Gobernación de Risaralda, como por la Alcaldía Municipal, se diligenciaron los certificados de información laboral  para bonos pensionales y pensiones, desde marzo de 2016 -ver folios 30 y 59 vto.-, pero aun así por parte de la AFP PROTECCIÓN solo en noviembre 28 de 2017 -algo más de dos años después de la petición del actor- se elevó solicitud a la OBP para la emisión del respectivo bono pensional. Era deber por tanto de PROTECCIÓN el expresarle al accionante en atención a su reclamo, cuáles fueron los pormenores del procedimiento y a qué se debió la tardanza en un asunto que por ley les compete, pero no obstante guardaron absoluto silencio y solo a la hora de ahora, con ocasión de esta tutela, se le indicó lo pertinente.

Bajo esas circunstancias, estima la Corporación que en efecto el derecho de petición que presentó el actor fue vulnerado por la AFP PROTECCIÓN, ya que si bien no tenía la posibilidad de proferir una decisión de fondo, clara y precisa en relación con la solicitud de devolución de aportes, si podía haberle indicado en qué iba el trámite y lo sucedido en ese asunto, lo cual no hizo, por lo cual considera la Sala que la entidad tiene la obligación de informarle al señor ÁLVARO RAMÍREZ GONZÁLEZ, por escrito y de manera pormenorizada, lo sucedido en el referido procedimiento y el por qué aún no se ha definido de fondo lo pedido.
Ahora bien, es evidente que lo dispuesto por la funcionaria judicial al señalar que una vez se solucione el error generado a raíz de la multiafiliación se le comunicará lo procedente a la OBP para que, de ser el caso, emita el bono pensional -orden que al parecer se hizo extensiva tanto a COLPENSIONES y PROTECCIÓN-, no fue del todo acertado y así se afirma por lo siguiente:

Una vez se corrija por parte de COLPENSIONES lo relativo a la afiliación del señor ÁLVARO RAMÍREZ, tal información debe ser actualizada tanto en el Sistema de Afiliados a los Fondos de Pensiones -SIAFFP-, el cual maneja ASOFONDOS, como en el archivo laboral masivo que periódicamente COLPENSIONES reporta a la OBP, tal cual así se indicó por parte de dicha dependencia.

Pero además de ello, obsérvese que el procedimiento para la liquidación, emisión y expedición de los bonos pensionales tipo A, se encuentra debidamente reglado en los Decretos 1478/95, 1474/97, 1513/98, 1538/98 y 510/03, lo cual ha sido objeto de estudio por vía de tutela y específicamente en la T-445A de 1998, se indicó:

El procedimiento para la liquidación, emisión y expedición de los bonos pensionales tipo A se puede sintetizar así: una vez recibida la solicitud del bono pensional, se conforma la historia laboral del afiliado, mediante la información que suministra la administradora de fondos y pensiones, lo cual se ingresa al sistema interactivo que tiene la OBP. La información que suministra el Instituto de Seguros Sociales respecto del pago de cotizaciones se obtiene del archivo masivo, si presenta alguna variación debe digitarse nuevamente en el sistema interactivo, información  que se obtiene del archivo masivo que para el efecto tiene el ISS. Si se presenta alguna variación posterior de esta información y así lo certifica el ISS, la AFP debe digitar esta nueva información en el Sistema Interactivo. Una vez conformada la historia laboral, se procede a efectuar la liquidación provisional, pueden producirse varias, dependiendo de la información y la aceptación de la misma por parte del afiliado. Realizada la liquidación provisional se le da a conocer al afiliado, para que la apruebe, se efectúan los ajustes a que haya lugar, una vez aprobada, se solicita la emisión, la cual se realiza mediante resolución por parte del emisor, y se procede a su expedición.  Por último se produce el pago del bono pensional a la AFP, que consiste en el depósito de los dineros en la cuenta de ahorro individual del beneficiario”.
 
Como se aprecia, no es solo oficiar a la OBP una vez solucionado el tema de la multiafiliación para que de ser necesario emita el respectivo bono pensional a favor del señor ÁLVARO RAMÍREZ GONZÁLEZ, como de manera equívoca lo señaló la a quo, toda vez que previo a ello se deben adelantar otra serie de gestiones en las que incluso se requiere la participación activa del actor, por cuanto una vez realizada la liquidación provisional del bono, se le debe dar a conocer al afiliado para que lo apruebe o pida que se realicen los ajustes necesarios o la reliquidación pertinente, y una vez superada tal situación y aprobada la liquidación, ahí sí se solicita la emisión y se procede a la expedición del bono pensional.
En toda esa actividad, efectivamente se necesita el concurso permanente de la AFP PROTECCIÓN, por ser este el fondo en el cual se encuentra afiliado el señor RAMÍREZ GONZÁLEZ, pero con antelación a que se proceda a dar cumplimiento a lo requerido por el actor, necesariamente se deben surtir todos los pasos que dispone esa normativa.
Así las cosas, la Sala acompañará parcialmente la decisión dictada por la a quo, en el sentido de tutelar el derecho de petición y debido proceso que le asiste al señor ÁLVARO RAMÍREZ GONZÁLEZ, y que fueran vulnerados por COLPENSIONES y la AFP PROTECCIÓN, la primera por no adelantar los trámites necesarios para que se subsane el tema de la multiafiliacion del actor, y la segunda al no dar respuesta al escrito fechado octubre 22 de 2015, conforme lo anotado previamente.

No obstante, se modificará lo atinente a la orden adicional emitida por la a quo, en el sentido que una vez COLPENSIONES corrija lo relativo a la afiliación del señor RAMÍREZ GONZÁLEZ, procederá la AFP PROTECCIÓN, con carácter prioritario, a adelantar todas las diligencias a las que haya lugar con miras a determinar si el actor tiene derecho al reconocimiento del bono pensional, y una vez verificada tal situación, deberá no solo responder de fondo la petición que presentó en octubre 22 de 2015, sino que además verificará lo atinente a la devolución del capital acumulado en su cuenta de ahorro individual, en la que por supuesto se analizará lo referido al valor que le haya sido acreditado por concepto del citado bono.
Para ello, se instará a las demás dependencias que de una u otra forma tienen incidencia en dicho asunto, esto es, la Gobernación de Risaralda, Alcaldía Municipal de Pereira y la OBP del Ministerio de Hacienda, para que una vez se les solicite el reconocimiento y pago del bono pensional del señor ÁLVARO RAMÍREZ GONZÁLEZ, de manera ágil y oportuna realicen las diligencias a que hubiere lugar, para que le sea resuelta su situación prestacional.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira, en cuanto amparó los derechos fundamentales de petición y debido proceso del señor ÁLVARO RAMÍREZ GONZÁLEZ, que fueran objeto de quebrantamiento por parte de COLPENSIONES y la AFP PROTECCIÓN, conforme lo señalado en la parte motiva de este fallo.

SEGUNDO: SE MODIFICA la orden adicional proferida por la a quo en el numeral 1° de la sentencia, en el sentido que una vez COLPENSIONES corrija lo relativo a la afiliación del señor RAMÍREZ GONZÁLEZ, procederá la AFP PROTECCION, con carácter prioritario, a adelantar todas las diligencias a que hubiere lugar con miras a determinar si el actor tiene derecho al reconocimiento y pago del bono pensional; y, una vez establecida tal situación, deberá PROTECCIÓN no solo responder de fondo la petición que elevó su afiliado en octubre 22 de 2015, sino que además verificará lo atinente a la devolución del capital acumulado en su cuenta de ahorro individual, en la que por supuesto se analizará lo referido al valor que le haya sido acreditado por concepto del citado bono. 

TERCERO: SE INSTA a la Oficina de recursos humanos de la Gobernación de Risaralda, a la Alcaldía Municipal de Pereira y a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda, para que una vez se les solicite el reconocimiento y pago del bono pensional a favor del señor ÁLVARO RAMÍREZ GONZÁLEZ, dispongan lo pertinente de manera ágil y oportuna, con miras a definir la situación prestacional del actor. 

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� En la sentencia T-043/09 se señaló: “Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. –negrilla de la Sala-


� Véase entre otras: Sentencia SU 975 de 2003, C-1024 de 2004, T-121 de 2014.
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